
DICTAMEN Nº 453/2006 
 
OBJETO: Expediente referente 
al de pliego de cláusulas ad-
ministrativas generales de 
calidad social, que han de 
regir la contratación de 
obras, bienes, servicios y 
suministros realizada por el 
Ayuntamiento y Organismos Au-
tónomos y Empresas dependien-
tes o participadas por él. 
 
SOLICITANTE: Ayuntamiento de 
Sevilla. 

 

 

 

 El expediente referen-

ciado en el objeto ha sido 

dictaminado por la Comisión 

Permanente del Consejo Con-

sultivo de Andalucía, en se-

sión celebrada el día 3 de 

octubre de 2006, con asisten-

cia de los miembros que al 

margen se expresan. 

 

 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 Con fecha 31 de julio de 2006 tuvo entrada en este  Consejo 

Consultivo la solicitud del dictamen realizada por el Sr. Alcal-

de-Presidente, de conformidad con lo establecido en  el artículo 

17.10.d),  in fine,  y al amparo del artículo 22, párrafo segundo, 

de la Ley 4/2005, de 8 de abril, del Consejo Consul tivo de Anda-

lucía. 
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Jara Andréu, Antonio 
Sáez Lara, Carmen 
Sánchez Galiana, José Antonio 
Secretario: 
Fernández Prados, José 
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 En aplicación de lo dispuesto en el artículo 20, p árrafo se-

gundo, de la referida Ley, la competencia para la e misión del 

dictamen solicitado corresponde a la comisión Perma nente. 

 

 Habiéndose solicitado el dictamen con carácter de urgencia, 

el plazo para la emisión del mismo es de quince día s, de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 25, párrafo terce ro, de la Ley 

del Consejo Consultivo. En este punto debe tenerse en cuenta que 

según la disposición adicional segunda del Reglamen to Orgánico 

del Consejo, aprobado por el Decreto 273/2005, de 1 3 de diciem-

bre,  el período anual de vacaciones del Consejo Co nsultivo es el 

mes de agosto, durante el cual se interrumpe el pla zo de emisión 

de dictámenes, continuándose en el mes de septiembr e, de confor-

midad con lo dispuesto en el artículo 71.3 de dicho  Reglamento. 

 

 A tal efecto, examinada la solicitud de dictamen p lanteada 

por la Jefa del Servicio de Desarrollo Local del Ay untamiento de 

Sevilla, por este Órgano se requirió a la Administr ación consul-

tante para que cumplimentara dicha petición por el cauce previsto 

el artículo 22, párrafo segundo, de la Ley 4/2005. Requerimiento 

que ha sido atendido por la Alcaldía-Presidencia de l referido 

Ayuntamiento, mediante oficio registrado de entrada  el pasado 18 

de septiembre. 

 

 Del expediente que acompaña al “proyecto de cláusu las gene-

rales de calidad social, para su aplicación en la c ontratación 

pública del Ayuntamiento y sus organismos autónomos ” resultan los 

siguientes antecedentes fácticos: 

 

1.-  Con fecha 3 de noviembre de 2005, el  Sr. Teniente  de Alcalde 

Delegado de Empleo, en nombre y representación del Ayuntamiento 

de Sevilla, de una parte, y las entidades, organiza ciones, aso-

ciaciones, colectivos y empresas que se relacionan,  por otra, 
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convienen en suscribir el denominado Pacto por la C alidad del Em-

pleo “con el compromiso de aportar lealmente su esf uerzo en la 

consecución de los fines propuestos, como herramien ta para la su-

peración de las desigualdades en la ciudad de Sevil la”. 

 A grandes rasgos, y en el cometido que aquí nos in teresa, el 

Pacto pretende aprovechar la gran capacidad de comp ra e inversión 

del ámbito municipal (todas las delegaciones del pr opio Ayunta-

miento, sus organismos autónomos y las empresas tot al o mayorita-

riamente participadas por la Corporación municipal) , para intro-

ducir una serie de estipulaciones en la contratació n pública, con 

las que se garantice el cumplimiento de una serie d e obligaciones 

a cumplir por parte de las empresas que contraten c on el Ayunta-

miento de Sevilla. 

 Seguidamente, figura en el expediente el Pacto por  la Cali-

dad del Empleo, documento al que se han adherido la s siguientes 

entidades: Comisiones Obreras (CCOO Sevilla); Unión  General de 

Trabajadores (UGT Sevilla); Central Sindical Indepe ndiente y de 

Funcionarios (CSI-CSIF Unión Provincial de Sevilla) ; Asociación 

Patronal de Empresas de Limpieza de Sevilla (APEL);  Unión Provin-

cial de Hosteleros Sevillanos (UPHS); Confederación  de Empresas 

Pequeñas y Autónomos de Andalucía (CEMPE-Andalucía) ; Confedera-

ción de Entidades para la Economía Social de Andalu cía (CEPES An-

dalucía); Federación Andaluza de Empresas Cooperati vas de Trabajo 

Asociado (FAECTA); Federación Empresarial Andaluza de Sociedades 

Laborales (FEANSAL); Asociación de Empresas de Inse rción de Anda-

lucía (EIDA); Claros S.C.A. de Interés Social; Asoc iación de Con-

sumidores y Usuarios de Acción de Sevilla (FACUA); Unión de Con-

sumidores de Sevilla (UCA/UCE); Asociación de Vende dores Ambulan-

tes Madre de Dios (AVAM); Afromujer de Andalucía; F undación Se-

cretariado Gitano (FSG); Sevilla Acoge; Asociación Andaluza de 

Padres y Madres para la Integración, Normalización y Promoción de 

las Personas con Discapacidad Intelectual y Síndrom e de Down 

(ASPANRI); Asociación de Estudios Sociales para la Igualdad de la 
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Mujer (AESIM); Federación de Mujeres Progresistas d e Andalucía; 

Asociación “Colectivo la Calle”; Fundación Centro E spañol de So-

lidaridad Proyecto Hombre de Sevilla; Fundación Ger ón; Sevilla 

Emplea; Unión Romaní de Andalucía; Federación Provi ncial de 

AA.VV. “La Unidad”; Agrupación Provincial Sevillana  de Asociacio-

nes y Entidades Protectoras de Personas con Discapa cidad Intelec-

tual y/o Parálisis Cerebral; Asociación Gitana Vill ela Or gao Ca-

ló; y Comisión Española de Ayuda al Refugiado (CEAR ). 

 

2.-  Figura, a continuación entre la documentación remi tida por el 

Ayuntamiento de Sevilla el “Pliego de Cláusulas Adm inistrativas 

Generales de Calidad Social en la Contratación Públ ica”. 

 Obran unidos a este documento un cuadro de criteri os socia-

les en la adjudicación del contrato (anexo 1) y una  memoria ex-

plicativa, fechada el 14 de julio de 2006. 

 

3.-   El 17 de julio de 2006, la Jefa del Servicio de D esarrollo 

Local del Ayuntamiento emite informe en el que indi ca que, tras 

diversas reuniones mantenidas con las entidades fir mantes del 

Pacto por la Calidad del Empleo, se ha consensuado el contenido 

del Pliego de Cláusulas Administrativas Generales d e Calidad So-

cial. Por ello, propone solicitar dictamen del Cons ejo Consultivo 

de Andalucía. 

 En igual fecha, por el citado Servicio, se extiend e diligen-

cia para hacer constar que en la tramitación del ex pediente se 

han observado todas las disposiciones legales, y es tá completo y 

en condiciones de ser sometido al órgano competente  para su reso-

lución, no siendo preceptivo los informes del Secre tario General, 

ni del Interventor de Fondos Municipales. 

 

4.-  La Junta de Gobierno de la Ciudad de Sevilla, en s esión cele-

brada el día 20 de julio de 2006, acuerda: « (…) So licitar del 

Consejo Consultivo de Andalucía la emisión del prec eptivo dicta-
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men del proyecto de Cláusulas Generales de Calidad Social, para 

que una vez recaído dicho dictamen, y de acuerdo co n el Reglamen-

to de Contratación del Ayuntamiento de Sevilla (…),  se adopte 

acuerdo de aprobación por la Junta de Gobierno.» 

 

 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

 

I 

 

 Se solicita dictamen sobre el “proyecto de pliego  de cláu-

sulas administrativas generales de calidad social e n la contrata-

ción pública que han de regir la contratación de ob ras, bienes, 

servicios y suministros realizada directamente por el Ayuntamien-

to de Sevilla por el Ayuntamiento de Sevilla, a tra vés de sus 

distintas Delegaciones, así como la realizada por s us Organismos 

Autónomos, Empresas Municipales o aquellas otras en tidades cuyo 

capital social esté participado mayoritariamente po r la Corpora-

ción Local, incluyendo las fundaciones que estas en tidades hayan 

constituido hasta la fecha o puedan constituir en e l futuro. 

 

 Se trata, pues, de un pliego general que, junto co n los 

pliegos de cláusulas administrativas particulares y  de prescrip-

ciones técnicas, vendrá a conformar la contratación  administrati-

va en el ámbito objetivo y subjetivo descrito, lo q ue lleva ante 

todo a considerar el marco legal que preside la ado pción de tales 

pliegos generales. 

 

 A este respecto, hay que significar que la solicit ud de dic-

tamen invoca expresamente las previsiones contenida s en el artí-

culo 48 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Admi-

nistraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto  Legislativo  
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2/2000, de 16 de junio, con respecto a los pliegos de cláusulas 

administrativas generales. Los dos primeros apartad os de dicho 

artículo se refieren a la aprobación de pliegos de cláusulas ad-

ministrativas generales para la Administración Gene ral del Esta-

do, sus organismos autónomos, entidades gestoras y servicios co-

munes de la Seguridad Social y demás entidades públ icas estata-

les, estableciendo las facultades de iniciativa, pr opuesta y 

aprobación (la cual corresponde siempre al Consejo de Ministros), 

así como el carácter preceptivo del dictamen del Co nsejo de Esta-

do. 

 

 Siendo el Ayuntamiento de Sevilla el que ha tramit ado el 

procedimiento para la aprobación de un “pliego de c láusulas gene-

rales” es al apartado 3 del citado artículo 48 al q ue hay que re-

mitirse, como efectivamente lo hace el órgano consu ltante, puesto 

que en él es donde se establece que las Comunidades  Autónomas y 

las entidades que integran la Administración Local “ aprobarán , en 

su caso , los pliegos de cláusulas administrativas generales , de 

acuerdo con sus normas específicas, siendo asimismo  preceptivo el 

dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de 

la Comunidad Autónoma respectiva, si lo hubiera” . 

 

 Tales referencias normativas y la calificación que  la Admi-

nistración consultante atribuye al expediente y al pliego resul-

tante de la tramitación examinada permiten afirmar la competencia 

del Ayuntamiento de Sevilla y la necesaria interven ción de este 

Consejo Consultivo por razón de la materia objeto d e consulta; 

cuestiones extensamente analizadas por este Consejo  en su dicta-

men 146/2004, precisamente emitido a instancia del Ayuntamiento 

de Sevilla, en relación con el entonces proyecto de  pliego de 

cláusulas generales contra la siniestralidad labora l aplicable a 

los contratos de obras del Ayuntamiento de Sevilla y sus Organis-

mos Autónomos. 
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 Las consideraciones generales que se realizan en e l referido 

dictamen 146/2004 se dan aquí por reproducidas, com o también los 

razonamientos que atañen a cuestiones puntuales com o la inciden-

cia de las cláusulas postuladas sobre la prevención  de riesgos 

laborales y la subcontratación. Sin perjuicio de lo  anterior, re-

sulta conveniente recordar, siquiera de modo sucint o, los princi-

pales razonamientos y conclusiones alcanzadas en di cho dictamen 

sobre la competencia de las Administraciones Locale s para la 

aprobación de los pliegos de cláusulas administrati vas generales: 

 

1.-  En primer lugar, superando la interpretación más r estrictiva 

que del precepto hoy contenido en el artículo 48.3 (que reproduce 

el anteriormente contenido en el art. 49.3 de la Le y 13/1995), ha 

efectuado el Consejo de Estado (dictámenes 2.216/19 95 y 

2.701/1995, de 16 de noviembre y 7 de diciembre de 1995, 11 de 

abril de 2002, entre otros)  al considerar que las entidades que 

integran la Administración Local sólo podrán aproba r “pliegos de 

condiciones jurídico-administrativas generales” si tienen atri-

buida competencia para ello en la normativa autonóm ica o en la 

local, este Consejo estima que procede realizar una  interpreta-

ción distinta del alcance del artículo 48 del Texto  Refundido de 

la Ley de Contratos de las Administraciones Pública s en conexión 

con lo dispuesto en el artículo 122 del Texto Refun dido de las 

disposiciones vigentes en materia de Régimen Local y 50.22 del 

Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régime n Jurídico de 

las Entidades Locales; postura coincidente con la s entada en esta 

cuestión por otros órganos consultivos (Consejos Co nsultivos de 

las Islas Baleares, de Galicia, de Canarias, Castil la-La Mancha y 

el Consejo Jurídico de Valencia). 

 

2.-  En el referido dictamen se razona que aun partiend o del hecho 

fundamental de que el artículo 48 citado no tiene c arácter de 
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norma básica (disposición final primera, apdo. 1, d el propio Tex-

to Refundido), como tampoco lo tiene su correlativa  disposición 

de desarrollo contenida en el artículo 66 del Regla mento General 

de la Ley de Contratos de las Administraciones Públ icas, aprobado 

por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre (se gún su dispo-

sición final primera), no es menos cierto que ésa e s la regula-

ción aplicable en nuestra Comunidad Autónoma entre tanto ésta no 

establezca una norma propia que discipline el régim en de aproba-

ción y contenido de esta clase de pliegos, no porqu e directamente 

tenga la consideración de legislación básica sobre contratos ad-

ministrativos (art. 149.1.18.ª de la CE),  que no l o tiene como 

se ha dicho, pero sí por su carácter supletorio, de  acuerdo con 

los artículos 149.3 de la Constitución y 10 del Est atuto de Auto-

nomía para Andalucía, y con la disposición transito ria primera de 

la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Ad ministración 

de la Comunidad Autónoma. 

 

 Con fundamento en esta consideración se sitúa el m entado ar-

tículo 48.3 del Texto Refundido de la Ley de Contra tos de las Ad-

ministraciones Públicas en el marco normativo de fu entes aplica-

bles al Ayuntamiento consultante, de acuerdo con lo  que, a su 

vez, resulta del artículo 112 del Texto Refundido d e las disposi-

ciones legales vigentes en materia de Régimen Local , a cuyo tenor 

“ los contratos de las Entidades Locales se rigen por  la legisla-

ción del Estado y, en su caso, por la de las Comuni dades Autóno-

mas, en los términos del artículo 149.1.18.ª de la Constitución, 

y por las Ordenanzas propias de la Entidad, encontr ándose suje-

tos, además, a los principios comunes de la contrat ación del Es-

tado ”. 

 

3.-  Aprecia, asimismo, este Órgano Consultivo que es i mportante 

ligar tales previsiones con las competencias para l a contratación 

que el artículo 88 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,  los artículos 
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111 y siguientes del Texto Refundido aprobado por R eal Decreto 

Legislativo 781/1986, y la propia normativa básica rectora de los 

contratos públicos, reconocen a las Entidades Local es, así como 

con la finalidad de tales pliegos que vienen a perf ilar con mayor 

grado de detalle las prescripciones que necesariame nte habrán de 

observarse en un determinado tipo de contrato, conc retando el 

margen de maniobra dentro del cual puede operar la definición de 

los pactos y condiciones que estime conveniente la Administra-

ción. Desde esta óptica, se dice,  nada puede extra ñar que las 

Entidades Locales ostenten competencias para aproba r tales plie-

gos. Es más, de no razonarse así, se conduciría a l a conclusión 

de que el artículo 48.3 del Texto Refundido de la L ey de Contra-

tos de las Administraciones Públicas es inútil. La simple compa-

ración del mismo con el apartado 1 del mismo precep to, en el que 

se observa un mecanismo de aprobación de pliegos ge nerales por 

quien ostenta un rango jerárquico con respecto a en tes públicos 

estatales, nos pone de manifiesto que se está refir iendo a una 

competencia que en la ley se considera propia de la  Administra-

ción Local, en paridad con la Comunidad Autónoma, a  la que no 

considera instancia superior a estos efectos. Que e l sistema pue-

da ser distinto, reservándose la Administración Aut onómica la 

aprobación de los pliegos generales de contratación  de los Entes 

Locales es cuestión dudosa, y aquí no llamada a ser  resuelta, ni 

conducente a conclusión alguna en este dictamen, da do que, en to-

do caso, requeriría una normativa autonómica ad hoc  en materia 

local, que no se ha aprobado, mientras que sí se pr oduce la inme-

diata entrada en juego del Derecho del Estado por l a general 

cláusula de supletoriedad del mismo; sólo cabe apun tar que a ella 

no sería obstáculo el artículo 48 de la Ley de Cont ratos de las 

Administraciones Públicas, por no ser básico, y los  términos de 

la posibilidad de un control previo por la Comunida d Autónoma 

discurrirían dentro del entendimiento de la garantí a constitucio-

nal de la Autonomía Local. 
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II 

 

 Al igual que se expusiera en el dictamen 146/2004,  resulta 

que el pliego que es objeto de consulta no responde  al contenido 

global de un pliego de cláusulas administrativas ge nerales. En 

efecto las denominadas “cláusulas de calidad social ” se circuns-

criben a dos ámbitos materiales diferentes, a saber , las relati-

vas a criterios de adjudicación (en este caso, aunq ue abarca todo 

el elenco de contratos de obras, bienes, servicios y suministros 

sólo afectara a los contratos cuya forma de adjudic ación sea el 

concurso), y las relativas a la ejecución del contr ato (que obe-

decen a una serie de prescripciones generales que h abrían de in-

sertarse en todos los contratos celebrados por el A yuntamiento 

con el loable fin de fomentar el empleo y la calida d del mismo). 

 

 Ello no impide, sin embargo, admitir que, si bien lo que se 

pretende es aprobar un pliego de condiciones genera les que afecta 

contenidos que usualmente se incluyen en los pliego s de cláusulas 

administrativas particulares (en lo que afecta, en este caso, a 

la definición de los criterios ponderables para la adjudicación 

del concurso), su contenido es “parcial”, porque lo  que hace a 

unas condiciones de contratación merecer el carácte r de generales 

no es que abarquen la entera regulación del contrat o y todas las 

posibles desde el punto de vista material, sino que  sus destina-

tarios sean una generalidad (en este caso, todos lo s contratistas 

de obras, bienes, servicios y suministros) y que se  inserten en 

todos los contratos del mismo tipo, como una determ inación unila-

teral de uno de los contratantes (en este caso, la Administra-

ción). Que ésas son las notas distintivas de los pl iegos de con-

diciones generales se ve claramente si se contrapon en a los plie-

gos de cláusulas administrativas particulares, defi nidores de los 

derechos y obligaciones de las partes en un concret o contrato 

(art. 49, apdos. 1 y 5, de Texto Refundido de la Le y de Contratos 
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de las Administraciones Públicas) y que podrán exce ptuar a los 

pliegos generales siempre que existan estipulacione s particula-

res, con el informe previo de la Junta Consultiva d e Contratación 

Administrativa (art. 50 del citado Texto Refundido) . 

 

 De acuerdo, pues, con estas consideraciones hay qu e admitir 

la reiterada calificación que realiza el Ayuntamien to del docu-

mento remitido como pliego general, en lo que ha in fluido la fi-

nalidad homogeneizadora perseguida, y el Consejo Co nsultivo en-

tiende que, aunque no sería buena técnica la sistem ática utiliza-

ción de la aprobación en distintas fases de lo que en términos 

usuales ha de entenderse por pliego general, cuyo c ontenido típi-

co se plasma en el artículo 66 del Reglamento Gener al de Contra-

tos de las Administraciones Públicas, no por ello s e impide que 

un aspecto de la contratación administrativa pueda regularse por 

separado y con carácter general, de acuerdo con las  necesidades y 

conveniencias de la Administración y los particular es; y, mucho 

más, cuando se refiere a cuestiones que pueden inci dir en el fo-

mento de empleo y la calidad del mismo, y se realiz a adoptando 

como texto uno de origen pactado con sindicatos, or ganizaciones, 

asociaciones y entidades con domicilio social en la  ciudad de Se-

villa. En última instancia, este aspecto ahora regu lado se podría 

considerar como una mera adición o reforma al plieg o general que 

para los distintos tipos de contratos existen en la  Corporación 

Local de Sevilla. Si el Consejo Consultivo hiciera una califica-

ción contraria a la de pliegos generales cuando una  cuestión ais-

lada propia de estos se le sometiera, argumentando que su fisca-

lización alcanza sólo a los que se presentan en su conjunto, es-

taría  propiciando una posible práctica fraudulenta , que consis-

tiría en ir aprobando modificaciones parciales suce sivas, hasta 

que los pliegos generales aprobados inicialmente co n el dictamen 

del Órgano Consultivo Superior, resultaran sustanci almente muda-

dos en su globalidad: ello y abdicar de la competen cia que otorga 



 12

a este Superior Órgano el artículo 48.4 de la LCAP vendría a ser 

lo mismo. Es esta razón de mayor peso, desde todos los puntos de 

vista, que la que derivaría de utilizar la definici ón de pliegos 

generales del Reglamento de Contratación de las Adm inistraciones 

Públicas (art. 66), cuando dice que “ contendrán las declaraciones 

jurídicas, económicas y administrativas, que serán de aplicación, 

en principio, a todos los contratos de un objeto an álogo además 

de las establecidas en la legislación de contratos de las Admi-

nistraciones Públicas” (apdo. 1), en el restrictivo sentido de 

que la aplicación  a todos los contratos de un tipo  signifique 

que solo es pliego general el que contiene toda la regulación; 

distinguiendo, además, donde la norma no distingue,  en contra de 

una regla interpretativa general. 

 

 Es bien significativo, en orden a la calificación que hemos 

efectuado de los pliegos generales, el preámbulo de l Reglamento 

General de la Ley de Contratos de las Administracio nes Públicas, 

el cual destaca que la incorporación a su texto de “ determinadas 

cláusulas de los pliegos de cláusulas administrativ as generales 

(Decreto 3854/70, de 31 de diciembre, para contrato s de obras, 

Orden de 8 de marzo de 1972 para contratos de consu ltoría y de 

asistencia y Decreto 2572/1973, de 5 de octubre, pa ra equipos y 

sistemas informáticos) que, por su naturaleza y con tenido, se han 

considerado más propios de un texto reglamentario q ue de los ci-

tados pliegos generales de los que formaban parte, de tal manera 

que ahora ya no puede eludirse su cumplimiento util izando el trá-

mite previsto en la Ley de Contratos de las Adminis traciones Pú-

blicas para la introducción en los pliegos particul ares de cláu-

sulas contrarias a los pliegos generales ”. Este párrafo resulta 

verdaderamente iluminador, porque nos indica que en  la medida que 

se ha querido dotar de inmutabilidad a los pliegos generales 

frente a los particulares se ha impuesto a aquéllos  el contenido 

normativo dicho; ahora bien, como esa técnica no ab arca a la to-
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talidad de los pliegos, sino sólo a parte (si abarc ara todo el 

contenido posible no sería un pliego, cuya virtud e s una homoge-

neidad que puede ser flexibilizada por la estipulac ión particu-

lar, sino que constituiría directamente un reglamen to), va tam-

bién de suyo que un pliego general puede ser tanto una regulación 

parcial, inderogable por reflejar el contenido de u n reglamento, 

como otra regulación parcial que carezca de esa ind erogabilidad; 

porque es la oposición “general a particular” antes  señalada y no 

la oposición de “total a parcial” lo que marca la d iferencia en-

tre pliegos generales y pliegos particulares. 

 

 

III  

 

 Queda, una vez operada la anterior calificación, a nalizar lo 

atinente al procedimiento aplicable para la aprobac ión del pliego 

general sometido a la consideración de este Órgano Consultivo y, 

por ende, a su naturaleza jurídica. Sobre ambas cue stiones, pro-

cede de nuevo remitirse a los pronunciamientos cont enidos en el 

ya citado dictamen 146/2004, y, con fundamento en l os mismos de-

clarar que el Ayuntamiento consultante, atendiendo a la naturale-

za de los pliegos generales en trámite ha seguido e l procedimien-

to establecido y pretende someterlos para su aproba ción a la Jun-

ta de Gobierno, de acuerdo con la potestad  que le reconoce el 

artículo 127.1.f) de la Ley 7/1985, de 2 de abril. 

 

 El examen del expediente remitido por el Ayuntamie nto de Se-

villa permite apreciar que la tramitación resulta c orrecta en 

términos generales, habiéndose observado las dispos iciones lega-

les e incorporado al mismo los antecedentes que sir ven de base a 

la propuesta y, en particular, una memoria justific ativa en la 

que se analiza pormenorizadamente cuál es el objeto  perseguido 

por cada una de las cláusulas de calidad social cuy a aprobación 
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se postula, así como su fundamentación y concreta v aloración. Sin 

perjuicio de lo anterior, deben efectuarse las sigu ientes obser-

vaciones: 

 

1.-  Según figura en el expediente se han adherido al P acto por la 

Calidad del Empleo las siguientes entidades: Comisi ones Obreras 

(CCOO Sevilla); Unión General de Trabajadores (UGT Sevilla); Cen-

tral Sindical Independiente y de Funcionarios (CSI- CSIF Unión 

Provincial de Sevilla); Asociación Patronal de Empr esas de Lim-

pieza de Sevilla (APEL); Unión Provincial de Hostel eros Sevilla-

nos (UPHS); Confederación de Empresas Pequeñas y Au tónomos de An-

dalucía (CEMPE-Andalucía); Confederación de Entidad es para la 

Economía Social de Andalucía (CEPES Andalucía); Fed eración Anda-

luza de Empresas Cooperativas de Trabajo Asociado ( FAECTA); Fede-

ración Empresarial Andaluza de Sociedades Laborales  (FEANSAL); 

Asociación de Empresas de Inserción de Andalucía (E IDA); Claros 

S.C.A. de Interés Social; Asociación de Consumidore s y Usuarios 

de Acción de Sevilla (FACUA); Unión de Consumidores  de Sevilla 

(UCA/UCE); Asociación de Vendedores Ambulantes Madr e de Dios 

(AVAM); Afromujer de Andalucía; Fundación Secretari ado Gitano 

(FSG); Sevilla Acoge; Asociación Andaluza de Padres  y Madres para 

la Integración, Normalización y Promoción de las Pe rsonas con 

Discapacidad Intelectual y Síndrome de Down (ASPANR I); Asociación 

de Estudios Sociales para la Igualdad de la Mujer ( AESIM); Fede-

ración de Mujeres Progresistas de Andalucía; Asocia ción “Colecti-

vo la Calle”; Fundación Centro Español de Solidarid ad Proyecto 

Hombre de Sevilla; Fundación Gerón; Sevilla Emplea;  Unión Romaní 

de Andalucía; Federación Provincial de AA.VV. “La U nidad”; Agru-

pación Provincial Sevillana de Asociaciones y Entid ades Protecto-

ras de Personas con Discapacidad Intelectual y/o Pa rálisis Cere-

bral; Asociación Gitana Villela Or gao Caló; y Comi sión Española 

de Ayuda al Refugiado (CEAR). 
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 Aunque lo anterior evidencia una amplia participac ión de los 

colectivos más directamente concernidos por el plie go, no se 

acredita si se ha negociado con otras entidades emp resariales de 

amplia representación, ni en qué medida se ha difun dido, solici-

tando el parecer de las mismas. Dejando a un lado l a existencia o 

no de prescripciones sobre el particular, es obvio que la parti-

cipación en estos expedientes es fundamental, tenie ndo en cuenta 

que los efectos y eficacia del pliego general habrá n de incidir 

directa e inmediatamente sobre todos los futuros co ntratistas en 

un extenso ámbito objetivo y subjetivo, al tratarse  de la contra-

tación administrativa del Ayuntamiento de Sevilla y  de sus empre-

sas u Organismos Autónomos. Como se dejara apuntado  en el dicta-

men 146/2004, con independencia de la naturaleza de  estos pliegos 

y aun constatando a partir de ella la inexistencia de un trámite 

necesario que deba llevar a consensuar las medidas que se preten-

den generalizar por vía contractual para cubrir un amplio abanico 

de objetivos propios del Estado Social, es claro qu e la posición 

institucional de las asociaciones empresariales, re conocidas jun-

to con los sindicatos en el artículo 7 de la Consti tución como 

entidades para la defensa y promoción de los intere ses sociales 

que le son propios, debería de haber conducido a ne gociar la pro-

puesta de pliego con todos los agentes económicos q ue han de pro-

tagonizar la concertación social en este campo. Así  debe ser por 

línea de principio, al margen de que la vigencia de l pliego deri-

ve finalmente de un acto unilateral del Ayuntamient o consultante, 

puesto que las obligaciones y responsabilidades que  se quieren 

establecer recaen, en efecto, sobre los contratista s y subcontra-

tistas, de modo que la conclusión que se sienta ni siquiera exige 

invocar el significado que se atribuye a la partici pación y au-

diencia en el propio texto constitucional. 

 

2.-  La segunda observación se refiere a la urgencia in vocada en 

la solicitud de dictamen y al momento procedimental  en el que és-
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te debe emitirse. 

 

 Concretamente, el Ayuntamiento consultante se limi ta a con-

signar la necesidad de que el dictamen se emita con  urgencia ante 

la también urgente aprobación de las cláusulas comp rendidas en el 

pliego remitido, al objeto de su aplicación en la c ontratación 

pública del Ayuntamiento y sus organismos autónomos . El Consejo 

Consultivo ha manifestado en diversas ocasiones que  la urgencia 

en la emisión del dictamen no sólo debe consignarse  en la corres-

pondiente solicitud, sino que debe motivarse, lo qu e resulta ló-

gico si se tiene en cuenta que provoca la reducción  de un plazo 

que, en circunstancias normales, ha sido fijado por  el propio le-

gislador con una mayor duración para que la función  consultiva 

pueda desarrollase con las mayores garantías. En es te sentido, se 

ha expuesto que la función de este órgano se ve sin  duda afectada 

por un acortamiento de los plazos que inevitablemen te afecta al 

necesario sosiego con que el Consejo debe abordar n ormalmente la 

elaboración de sus dictámenes. En consecuencia, en la medida en 

que la urgencia opera en estos casos como un concep to jurídico 

indeterminado cuya concurrencia debe acreditarse en  el expedien-

te, se llama la atención para futuras ocasiones sob re la necesi-

dad de que la solicitud de dictamen detalle cuáles son las con-

cretas circunstancias que llevan a invocar el carác ter urgente 

del dictamen. 

 

 Por otra parte, hay que recordar que el dictamen d e este 

Consejo, de acuerdo con las reglas generales de la función con-

sultiva, no puede ser sino el último, emitiéndose  inmediatamente 

antes de la resolución definitiva. En este sentido cabe recodar 

que el artículo 3 de la Ley del Consejo Consultivo dispone que 

los asuntos dictaminados por éste no podrán ser rem itidos ulte-

riormente para informe a ningún órgano u organismo de la Comuni-

dad Autónoma de Andalucía. Esta misma prescripción resulta del 
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artículo 1 del Reglamento del Consejo Consultivo, q ue, bajo la 

rúbrica “naturaleza y posición institucional”, vien e a establecer 

una conexión entre la condición de superior órgano consultivo de 

las Administraciones Públicas a las que se refiere su apartado 1, 

la posición institucional que de ello deriva para e l Consejo Con-

sultivo y la prohibición de que los asuntos en que haya dictami-

nado puedan ser remitidos ulteriormente para inform e a otro órga-

no u organismo de la Comunidad Autónoma. 

 

 En certificado de 25 de julio de 2006, consta que la Junta 

de Gobierno de la ciudad de Sevilla acordó solicita r dictamen so-

bre el pliego de referencia para que, previo inform e de la Aseso-

ría Jurídica, se proceda a su aprobación por dicha Junta de Go-

bierno; remisión a la Asesoría Jurídica que no resu lta posible 

por las razones indicadas. 

 

 

IV 

 

 Antes de examinar las concretas cuestiones que, en  su caso, 

pudiera suscitar el pliego de cláusulas administrat ivas generales 

sometido a dictamen, procede realizar una serie de consideracio-

nes sobre la incorporación de las denominadas “cláu sulas socia-

les” en la contratación administrativa. 

 

 Como ya se expuso en el dictamen 146/2004, al abor dar esta 

problemática no hay que perder de vista que la fina lidad del 

pliego es insertarse en una posición privilegiada d el esquema de 

fuentes del contrato. Se dice con razón que los pli egos conforman 

la ley del contrato; no en vano, la Administración,  obligada como 

está a servir los intereses generales, está legalme nte facultada 

para concertar los pactos y condiciones que estime más convenien-

te, siempre que no sean contrarios al interés públi co, al ordena-
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miento jurídico o a los principios de buena adminis tración, tal y 

como resulta del artículo 4 del Texto Refundido de la Ley de Con-

tratos de las Administraciones Públicas. Insertadas  en el marco 

contractual, las cláusulas aprobadas vinculan a la Administración 

y a los contratistas, siendo así que la adjudicació n tiene como 

presupuesto la libre aceptación por el contratista de los térmi-

nos y condiciones definidos en ellos. No se está, p ues, en el ca-

so de una “regulación” unilateralmente impuesta por  la Adminis-

tración y forzosamente acatada por un colectivo pre determinado, 

pues interviene un acto propio de la autonomía de l a voluntad, 

que es el que a la postre determina la sujeción a l as cláusulas 

rectoras del contrato de que se trate. 

 

 Desde esta perspectiva, los pliegos de cláusulas a dministra-

tivas generales tienen un campo de actuación que só lo estará li-

mitado por las normas legales y reglamentarias de c ontenido tasa-

do e indisponible, por las prescripciones imperativ as que no de-

jan margen de decisión y, cómo no, por el obligado respeto de los 

principios rectores del ordenamiento jurídico y, pa rticularmente, 

de los de la contratación administrativa. La propia  previsión de 

la aprobación de los pliegos de cláusulas administr ativas genera-

les del artículo 48.3 del Texto Refundido por parte  de las Enti-

dades Locales debe ser vista, como se expresó en el  anterior fun-

damento jurídico de este dictamen, como la habilita ción para in-

troducir condicionantes y consecuencias jurídicas q ue no están 

expresamente previstas en normas legales o reglamen tarias, so pe-

na de que tales pliegos se limitaran a reproducir l o que ya está 

establecido. 

 

 Obviamente tales pliegos no podrán contradecir nor mas impe-

rativas, como tampoco podrán, aun actuando en el ca mpo del Dere-

cho dispositivo, introducir obligaciones y consecue ncias jurídi-

cas desproporcionadas o arbitrarias, que ciertament e incidirían 
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negativamente sobre quienes aspiran legítimamente a  contratar con 

las Administraciones Públicas y hoy en día son cola boradores im-

prescindibles para la obtención y gestión de bienes  y servicios 

públicos. 

 

 Desde esta perspectiva, hay que subrayar que en lo s últimos 

años se ha postulado vehementemente la inserción de  cláusulas so-

ciales en la contratación pública, como no podía se r de otro modo 

en un Estado que se denomina social y democrático d e Derecho. En 

efecto, los objetivos y fines que trata de cubrir e l pliego de 

cláusulas administrativas generales, centrados en e l acceso al 

empleo de colectivos desfavorecidos, la estabilidad  en el empleo, 

la seguridad en el mismo, con especial atención a l a prevención 

de riesgos laborales, y el fomento de medidas de co nciliación de 

la vida laboral y familiar. 

 

 En este contexto, basta con recordar que la defini ción de 

España como un Estado social de Derecho, que se rea liza en el ar-

tículo 1 de la Constitución tiene inmediato reflejo  en el capítu-

lo III del Título I de la misma, sobre los principi os rectores de 

la política social y económica. Antes de ese capítu lo y como fun-

damento de una política dirigida al logro del emple o estable, se-

guro y sin discriminación cabe referirse al derecho  contenido en 

su artículo 35, así como también al artículo 37, en  relación con 

el derecho a la negociación colectiva laboral entre  los represen-

tantes de los trabajadores y empresarios. Ya situad os en el capí-

tulo III citado, hay que recordar que en él se cont iene diversos 

mandatos para los poderes públicos y, entre ellos, el de promover 

las condiciones para el progreso social y económico  y para una 

distribución de la renta personal más equitativa, i ndicándose, 

que de manera especial realizarán una política orie ntada al pleno 

empleo. Pero junto a dicho mandato, ínsito en el ar tículo 40, 

apartado 1, de la Constitución, se contempla el de velar por la 
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seguridad e higiene en el trabajo (art. 40.2) y el deber de los 

poderes públicos de asegurar la protección social, económica y 

jurídica de la familia (art. 39.1 CE).  

 

 En esta misma línea cabe citar lo dispuesto en el a rtículo 

12 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, en cuy o apartado 2 

se dispone que la Comunidad Autónoma propiciará la efectiva 

igualdad del hombre y de la mujer andaluces, promov iendo la plena 

incorporación de ésta en la vida social y superando  cualquier 

discriminación laboral, cultural, económica o polít ica. Entre los 

objetivos básicos que deben guiar el ejercicio de l os poderes de 

la Comunidad Autónoma se sitúa, entre otros, la con secución del 

pleno empleo en todos los sectores de la producción  y la especial 

garantía de puestos de trabajo para las jóvenes gen eraciones de 

andaluces. 

 

 Ante tan claras determinaciones constitucionales y  estatuta-

rias, la contratación administrativa ha sido contem plada en fe-

chas recientes como un instrumento que puede coadyu var notable-

mente a la realización de los mandatos constitucion ales. Sin em-

bargo, la incorporación de cláusulas sociales en la  contratación 

administrativa ha discurrido por una senda dificult osa, ante la 

necesidad de cohonestar los objetivos perseguidos p or esta vía 

con la salvaguarda de la libre concurrencia e igual dad, así como 

de la necesaria transparencia, publicidad y proporc ionalidad, de 

acuerdo con las exigencias del Derecho Comunitario.  

 

 Desde la perspectiva antes indicada, cabe subrayar  que la 

utilización instrumental de las cláusulas sociales no ha de 

hacerse en detrimento de los principios rectores de  la contrata-

ción administrativa. Antes bien, es obligado buscar  el equilibrio 

y proporcionalidad de las medidas de referencia, am parando los 

objetivos y reglas fundamentales definidos por las directivas co-
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munitarias y el legislador básico y la eficacia prá ctica de tales 

cláusulas, que no han de desvirtuar la esencia de t oda contrata-

ción administrativa, cual es el de seleccionar a lo s empresarios 

más capacitados para prestar servicios públicos y r ealizar obras 

o suministros en las mejores condiciones posibles, todo lo cual 

redunda en el cumplimiento eficaz y eficiente de la s obligaciones 

de la Administración para con los ciudadanos. 

 

 La contemplación de las cláusulas sociales de la c ontrata-

ción administrativa como un instrumento que ha de c onjugarse con 

otros muchos propios de la actividad de fomento, co mo las subven-

ciones y los beneficios fiscales, y cuyo peso ha de  ser ponderado 

con arreglo al principio de proporcionalidad está p resente en las 

iniciativas y resoluciones judiciales que seguidame nte menciona-

remos. 

 

 Los obstáculos y reproches jurídicos que relativos  a estas 

cláusulas son visibles en los últimos años y, en es te sentido, 

sirve como ejemplo la postura adoptada en la Unión Europea por la 

Comisión en relación con el Decreto 213/1998, de 17  de diciembre, 

del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de  Madrid por el 

que se establecen medidas en la contratación admini strativa de 

dicha Comunidad para apoyar la estabilidad y calida d del empleo. 

En concreto, dicha disposición establece diversos c riterios obje-

tivos de adjudicación relativos a la estabilidad en  el empleo, 

considerando particularmente las contrataciones ind efinidas en la 

plantilla del licitador, por tanto similares a los contemplados 

en el pliego ahora dictaminado respecto. De ese mod o se obliga a 

los órganos de contratación de la Administración, o rganismos au-

tónomos y entidades de Derecho Público de dicha Com unidad Autóno-

ma a incluir, salvo la concurrencia de circunstanci as especiales 

que impidan su valoración, uno o varios de los crit erios conteni-

dos en el artículo 2 del Decreto; criterios a los q ue se atribui-
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rá en todo caso una ponderación del 20% del total d e la barema-

ción y que actúan, junto a los demás criterios obje tivos previs-

tos en la propia Ley de Contratos de las Administra ciones Públi-

cas, para concretar cuál es la oferta más ventajosa . El dictamen 

del Consejo de Estado sobre dicha disposición (dict amen 3495/98, 

de 19 de noviembre) consideró conformes a Derecho l os criterios 

de su artículo 2 en tanto que se estima son objetiv os y no dejan 

de estar referidos a la “oferta más ventajosa para los intereses 

públicos”, entendiendo que “una de las posibles man ifestaciones 

de seriedad y fiabilidad de una empresa puede ser p recisamente la 

estabilidad y calidad de los contratos que ofrece a  sus emplea-

dos”. 

 

 Pues bien, con motivo de la aprobación de pliegos de cláusu-

las administrativas particulares en lo que se había n incluido los 

criterios previstos en el citado Derecho,  determin adas asocia-

ciones de empresarios de la construcción formularon  denuncia ante 

la Comisión Europea. En dictamen motivado de 20 de diciembre de 

2001, remitido el 8 de febrero de 2002 a la Represe ntación Perma-

nente de España ante la Unión Europea (infracción n úm. 

1998/5040), la Comisión advierte sobre el incumplim iento del De-

recho Comunitario, señalando en la parte dispositiv a de dicho 

dictamen, de conformidad con lo dispuesto en el pár rafo primero 

del artículo 226 del Tratado Constitutivo de la Com unidad Euro-

pea, que: “ al prever en el Decreto 213/1998, de 17 de diciembr e, 

del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de  Madrid, que 

los poderes adjudicadores de dicha Comunidad Autóno ma incluyan en 

los Pliegos de cláusulas administrativas particular es de los con-

tratos que hayan de adjudicarse mediante concurso u no o varios 

criterios relativos al empleo, criterios que se eva luarán para 

determinar la oferta más ventajosa económicamente, el Reino de 

España ha incumplido las obligaciones que le incumb en con arreglo 

a las Directivas sobre coordinación de los procedim ientos de ad-
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judicación de los contratos públicos y, en particul ar, con arre-

glo a los artículos 36 de la directiva 92/50/CEE, 2 6 de la direc-

tiva 93/36/CEE y 30 de la Directiva 93/37/CEE, modi ficadas por la 

Directiva 97/52/CE, así como el artículo de la Dire ctiva 

93/38/CEE, modificada por la Directiva 98/04/CE ”. 

 

 Por todo ello, en aplicación de lo dispuesto en el  párrafo 

primero del artículo 226 del Tratado Constitutivo d e la Comunidad 

Europea, la Comisión invitó al Reino de España a ad optar las me-

didas requeridas para ajustarse al presente dictame n motivado en 

un plazo de dos meses a partir de la recepción del mismo. 

 

 El referido dictamen de la Comisión, corregido por  el de 8 

de febrero de 2002, llega a la siguiente conclusión  en relación 

con las medidas contenidas en el Decreto encaminada s a favorecer 

la integración social de los minusválidos: “ esta disposición que 

prevé la utilización de un criterio de desempate de  contenido so-

cial era objeto de una de las objeciones iniciales de la comi-

sión. A raíz de la sentencia del Tribunal en el asu nto (225/98 

antes citado, la Comisión puede retirar esta objeci ón, siempre 

que la evaluación de las ofertas se efectúa desde u na perspectiva 

económica y se respeten en todos los casos, las nor mas de trans-

parencia y el principio de no discriminación ". 

 

 El Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en sen tencias de 

fechas 30 de mayo, 20 de junio y 6 de octubre de 20 03 (entre 

otras) se muestra contrario a las conclusiones del referido dic-

tamen de la Comisión y considerando además que los dictámenes son 

actos no vinculantes y no constituyen fuente del De recho, declara 

que el Decreto en cuestión es conforme a Derecho. P or su parte, 

el Tribunal Supremo, en sentencia de 27 de junio de  2006, declara 

que no ha lugar al recurso de casación interpuesto frente a la 
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sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madr id de 6 de oc-

tubre de 2003 antes dicha, al constar que la misma parte recu-

rrente, la asociación de Empresas de la Construcció n de Madrid, 

había desistido del recurso de casación 6752/2003, precisamente 

interpuesto contra la sentencia de 30 de mayo de 20 03 (desestima-

toria de la impugnación entablada frente al Derecho  en cuestión), 

permitiendo que la misma alcanzara firmeza 

 

 Finalmente, en diciembre de 2005, la Comisión ha i nterpuesto 

recurso contra España ante el Tribunal de Justicia de las Comuni-

dades Europeas con relación a las disposiciones sob re la estabi-

lidad en el empleo que se aplican en el ámbito de l a contratación 

administrativa de la Comunidad Autónoma de Madrid. En el recurso 

de la Comisión ante el Tribunal de Justicia se part e de la comu-

nicación interpretativa de la Comisión, de 28 de no viembre de 

2001, sobre la legislación comunitaria de contratos  públicos y 

las posibilidades de integrar aspectos sociales en dichos contra-

tos, donde se discuten las posibilidades ofrecidas por el Derecho 

Comunitario para integrar dichos aspectos sociales en los proce-

dimientos de contratación pública. Se recuerda que el Tribunal de 

Justicia aclaró esas posibilidades en su sentencia de 17 de sep-

tiembre de 2002 sobre Concordia Bus Finland  (Asunto C–513/99). 

 

 En efecto, en la sentencia que se acaba de citar, el órgano 

jurisdiccional remitente pide esencialmente al Trib unal que se 

dilucide si el artículo 36, apartado 1, letra a), d e la Directiva 

92/50 debe interpretarse en el sentido de que, cuan do, en el mar-

co de un contrato público relativo a la prestación de servicios 

de transporte urbano en autobús, una entidad adjudi cadora decide 

adjudicar dicho contrato al licitador que haya pres entado la 

oferta económicamente más ventajosa, puede tener en  cuenta la re-

ducción de las emisiones de óxidos de nitrógeno o d e ruido de los 

vehículos, de forma que, si tales emisiones o tal n ivel de ruido 
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son inferiores a un determinado límite, pueden asig narse puntos 

adicionales a efectos de la comparación de las ofer tas. Según el 

Tribunal de Justicia la admisión de la posibilidad planteada no 

significa que la mencionada entidad pueda tener en cuenta cual-

quier criterio de tal naturaleza. En esta línea apu nta: “(…) si 

bien el artículo 36, apartado 1, letra a), de la Di rectiva 92/50 

deja a la entidad adjudicadora la elección de los c riterios de 

adjudicación del contrato que pretenda aplicar, tal  elección sólo 

puede recaer sobre criterios dirigidos a identifica r la oferta 

más ventajosa económicamente (véase, a este respect o, sobre los 

contratos públicos de obras, las sentencias antes c itadas, Beent-

jes, apartado 19, Evans Medical y Macfarlan Smith , apartado 42, y 

SIAC Construction , apartado 36). Como una oferta se refiere nece-

sariamente al objeto del contrato, los criterios de  adjudicación 

que pueden aplicarse con arreglo a dicha disposició n deben estar 

también relacionados con el objeto del contrato”. 

 

 Abundando en lo anterior, la sentencia referida vi ene a re-

cordar que, como el Tribunal de Justicia ya ha decl arado, para 

determinar la oferta económicamente más ventajosa, la entidad ad-

judicadora debe, en efecto, poder apreciar las ofer tas presenta-

das y adoptar una decisión sobre la base de criteri os cualitati-

vos y cuantitativos que varían en función del contr ato de que se 

trate (véase, en este sentido, sobre los contratos públicos de 

obras, la sentencia de 28 de marzo de 1985, Comisió n/Italia, 

274/83, Rec. p. 1077, apartado 25). 

 

 En el mismo orden de ideas, el Tribunal de Justici a en sen-

tencia de 4 de diciembre de 2003 ( EVN y Wienstrom. C-448/01), re-

cordando cuanto expuso en  el apartado 55 de la sen tencia del ca-

so Concordia Bus Finland , recuerda que admite que cuando la enti-

dad adjudicadora decide adjudicar un contrato al li citador que ha 

presentado la oferta económicamente más ventajosa, puede tener en 
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cuenta criterios ecológicos, siempre que tales crit erios estén 

relacionados con el objeto del contrato, no confier an a dicha en-

tidad adjudicadora una libertad incondicional de el ección, se 

mencionen expresamente en el pliego de cláusulas ad ministrativas 

particulares o en el anuncio de licitación y respet en todos los 

principios fundamentales del Derecho comunitario, e n particular, 

el principio de no discriminación ( sentencia Concordia Bus Fin-

land , citada, apartado 69). Siguiendo esa doctrina la s entencia 

EVN y Wienstrom mantiene en su apartado 34 que la normativa comu-

nitaria en materia de contratación pública no se op one a que una 

entidad adjudicadora establezca, para la determinac ión de la 

oferta económicamente más ventajosa a efectos de la  adjudicación 

de un contrato de suministro de electricidad, un cr iterio consis-

tente en exigir el suministro de electricidad gener ada a partir 

de fuentes de energía renovables, siempre que este criterio esté 

relacionado con el objeto del contrato, no confiera  a dicha enti-

dad adjudicadora una libertad incondicional de elec ción, se men-

cione expresamente en el pliego de cláusulas admini strativas par-

ticulares o en el anuncio de licitación y respete t odos los prin-

cipios fundamentales del Derecho comunitario, en pa rticular el 

principio de no discriminación. 

 

 Anteriormente son de reseñar dos antecedentes juri spruden-

ciales tenidos en cuenta por el Tribunal Superior d e Justicia de 

Madrid para llegar a conclusiones opuestas a las ma ntenidas por 

la Comisión Europea, lo que da idea de la complejid ad de la mate-

ria. Se trata de la sentencia del Tribunal de Justi cia de 21 de 

septiembre de 1988 ( Gebroeders Beentjes , asunto 31/87), en la que 

se considera que la introducción de un criterio par a contratar a 

desempleados de larga duración, sin relación con la  comprobación 

de la solvencia ni con los criterios de adjudicació n enumerados 

en la Directiva a la sazón vigente, resulta compati ble con las 

Directivas de contratación pública si se ajusta a l as exigencias 
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de los principios rectores del Derecho Comunitario en la materia. 

Por su parte, la sentencia de 26 de septiembre de 2 000 ( Comisión 

contra República Francesa [Construcción de edificio s escolares en 

la región Nord-Pas-de-Calais ], admite que los poderes adjudicado-

res pueden basarse en una condición vinculada a la lucha contra 

el desempleo, siempre que ésta respete los principi os fundamenta-

les del Derecho Comunitario y que los poderes adjud icadores ten-

gan ante sí dos o más ofertas económicamente equiva lentes. 

 

 Además de las precisiones que paulatinamente ha id o introdu-

ciendo la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, se han produ-

cido importantes novedades que forzosamente han de ser considera-

das antes del pronunciamiento sobre la viabilidad j urídica del 

pliego de cláusulas administrativas generales remit ido por el 

Ayuntamiento de Sevilla. 

 

 Se trata de la contemplación de la problemática de scrita por 

la Directiva 2004/18/CE, del Parlamento Europeo y d el Consejo, de 

31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los proc edimientos de 

adjudicación de los contratos públicos de obras, de  suministro y 

de servicios que contempla expresamente los término s en que re-

sulta viable la introducción de criterios sociales y medioambien-

tales para la selección de los contratistas, con ba se en la ju-

risprudencia del Tribunal de Justicia. Especialment e clarificado-

res son los dos primeros considerandos de dicha Dir ectiva: 

 

 “ La presente Directiva está basada en la jurispruden cia del 

Tribunal de Justicia, en particular la relativa a l os criterios 

de adjudicación, que clarifica las posibilidades co n que cuentan 

los poderes adjudicadores para atender las necesida des de los 

ciudadanos afectados, sin excluir el ámbito medioam biental o so-

cial, siempre y cuando dichos criterios estén vincu lados al obje-

to del contrato, no otorguen al poder adjudicador u na libertad de 
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elección ilimitada, estén expresamente mencionados y se atengan a 

los principios fundamentales enumerados en el consi derando 2. 

(2) La adjudicación de contratos celebrados en los Estados miem-

bros por cuenta de autoridades estatales, regionale s o locales y 

otros organismos de derecho público está supeditada  al acatamien-

to de los principios del Tratado y, en particular, los principios 

de la libre circulación de mercancías, la libertad de estableci-

miento y la libre prestación de servicios, así como  de los prin-

cipios que de estas libertades se derivan, como son  el principio 

de igualdad de trato, el principio de no discrimina ción, el prin-

cipio de reconocimiento mutuo, el principio de prop orcionalidad y 

el principio de transparencia (…) . 

 

 En el considerando 46 de dicha Directiva se señala : “ La ad-

judicación del contrato debe efectuarse basándose e n criterios 

objetivos que garanticen el respeto de los principi os de transpa-

rencia, no discriminación e igualdad de trato, así como la eva-

luación de las ofertas en condiciones de competenci a efectiva. 

Por consiguiente, conviene admitir únicamente la aplicación de 

dos criterios de adjudicación, a saber, el del prec io más bajo y 

el de la oferta económicamente más ventajosa.  

 

 A fin de garantizar la observancia del principio de  igualdad 

de trato en la adjudicación de los contratos, convi ene establecer 

la obligación -consagrada por la jurisprudencia- de  asegurar la 

transparencia necesaria para que cualquier licitado r pueda infor-

marse razonablemente de los criterios y modalidades  que se apli-

carán para determinar la oferta económicamente más ventajosa. Co-

rresponde pues a los poderes adjudicadores indicar los criterios 

de adjudicación, así como la ponderación relativa a tribuida a ca-

da uno de dichos criterios, e indicarlo con antelac ión suficiente 

a fin de que los licitadores tengan conocimiento de  ello para 
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realizar sus ofertas. Los poderes adjudicadores pod rán prescindir 

de indicar la ponderación de los criterios de adjud icación en ca-

sos debidamente justificados, que deben poder motiv ar, cuando esa 

ponderación no pueda establecerse previamente, debi do, en parti-

cular, a la complejidad del contrato. En esos casos  deben indicar 

los criterios por orden de importancia decreciente.  

 

 Cuando los poderes adjudicadores opten por adjudica r el con-

trato a la oferta económicamente más ventajosa, deb en evaluar las 

ofertas con vistas a determinar cuál de ellas prese nta la mejor 

relación calidad/precio. Para ello definirán criterios económicos 

y cualitativos que en su conjunto deben permitir de terminar la 

oferta económicamente más ventajosa para el poder a djudicador. La 

determinación de esos criterios dependerá del objet o del contra-

to, de modo que los mismos permitan evaluar el nive l de rendi-

miento de cada oferta respecto del objeto del contr ato tal como 

se define en las especificaciones técnicas, así com o evaluar la 

relación calidad/precio de cada oferta.  A fin de garantizar la 

igualdad de trato, los criterios de adjudicación de ben permitir 

comparar las ofertas y evaluarlas de manera objetiv a. Si se reú-

nen estas condiciones, determinados criterios de ad judicación 

económicos y cualitativos, como los que se refieren  al cumpli-

miento de las exigencias medioambientales, podrán p ermitir que el 

poder adjudicador satisfaga las necesidades del púb lico afectado, 

tal como se definieron en las especificaciones del contrato. En 

estas mismas condiciones, el poder adjudicador podr á regirse por 

criterios destinados a satisfacer exigencias social es que, en 

particular, respondan a necesidades -definidas en l as especifica-

ciones del contrato- propias de las categorías de p oblación espe-

cialmente desfavorecidas a las que pertenezcan los beneficia-

rios/usuarios de las obras, suministros y servicios  que son obje-

to del contrato .” 
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 Por su parte, al referirse a las condiciones de eje cución 

del contrato, el artículo 26 de la Directiva establ ece: “ Los po-

deres adjudicadores podrán exigir condiciones espec iales en re-

lación con la ejecución del contrato siempre que és tas sean com-

patibles con el Derecho comunitario y se indiquen e n el anuncio 

de licitación o en el pliego de condiciones. Las co ndiciones en 

que se ejecute un contrato podrán referirse, en esp ecial, a con-

sideraciones de tipo social y medioambiental.” 

 

 Es de suma relevancia destacar que, al regular la adjudica-

ción del contrato, el artículo 53.1 de la Directiva  de referencia 

condiciona la introducción de criterios adicionales  como los exa-

minados a la vinculación con el objeto del contrato : “ Criterios 

de adjudicación del contrato 

 1. Sin perjuicio de las disposiciones legales, reg lamenta-

rias o administrativas nacionales relativas a la re muneración de 

determinados servicios, los criterios en que se bas arán los pode-

res adjudicadores para adjudicar los contratos públ icos serán: 

 a) bien, cuando el contrato se adjudique a la ofer ta econó-

micamente más ventajosa desde el punto de vista del  poder adjudi-

cador, distintos criterios vinculados al objeto del contra to pú-

blico de que se trate : por ejemplo, la calidad, el precio, el va-

lor técnico, las características estéticas y funcio nales, las ca-

racterísticas medioambientales , el coste de funcionamiento, la 

rentabilidad, el servicio posventa y la asistencia técnica, la 

fecha de entrega y el plazo de entrega o de ejecuci ón; 

 b) o bien solamente el precio más bajo. ” 

 Debe insistirse en que, aun bajo la contemplación de ese 

nuevo marco comunitario, la Comisión ha interpuesto  el recurso ya 

mencionado en relación con el Decreto del Consejo d e Gobierno de 

la Comunidad Autónoma de Madrid, al considerar que algunos de los 
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criterios contemplados en el Decreto son criterios de selección y 

no deben utilizarse por tanto para adjudicar el con trato. La Co-

misión viene a estimar así que el nuevo marco comun itario con-

cuerda con la postura sostenida por ella en sus com unicaciones 

interpretativas de 4 de julio y 15 de octubre de 20 01, relativas, 

respectivamente, a la introducción de criterios med ioambientales 

y sociales, de las que se desprende que el común de nominador de 

los criterios a utilizar para determinar la oferta económica más 

ventajosa ha de estar referido a “la naturaleza de la prestación 

objeto del contrato o a sus condiciones de ejecució n”. Se trata-

ría de permitir a los poderes adjudicadores compara r las ofertas 

de manera objetiva, a fin de determinar la que mejo r responde a 

sus necesidades en el marco de un contrato dado. To do criterio de 

adjudicación ha de permitir valorar las cualidades intrínsecas de 

un producto o servicio”. Así, en cuanto se refiere a los crite-

rios sociales (Comunicación Interpretativa de 15 de  octubre de 

2001), la Comisión señala que si por “criterios soc iales” se en-

tienden aquellos que permitan evaluar, por ejemplo,  la calidad de 

un servicio destinado a personas desfavorecidas, se  podría consi-

derar que éstos son aceptables, dado que contribuye n a seleccio-

nar la oferta económicamente más ventajosa a tenor de lo previsto 

en las directivas”. Por el contrario -afirma la Com isión- los cu-

pos de contratos reservados para una categoría dada  de proveedo-

res o las preferencias de precios, por ejemplo, ser ían incompati-

bles con las actuales Directivas de contratación pú blica. “ Lo 

mismo cabe decir de los criterios que se refieran a l grado en que 

los licitadores empleen a una determinada categoría  de personas o 

apliquen un programa de promoción de la igualdad de  oportunida-

des, esto es, dicho de otro modo, de los criterios que son ajenos 

al objeto del contrato o a las condiciones de ejecu ción del mis-

mo”. 
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 En este nuevo contexto se ha dictado el Decreto 12 8/2005, de 

15 de diciembre, por el que se derogan parcialmente  determinadas 

medidas en la contratación administrativa de la Com unidad de Ma-

drid, para apoyar la estabilidad y calidad en el em pleo. En su 

preámbulo se indica que la Comisión Europea y la Co munidad de Ma-

drid mantienen diferente interpretación de las dire ctivas comuni-

tarias de coordinación de los procedimientos de adj udicación de 

la contratación administrativa, respecto de la cons ideración de 

los criterios de empleo, que establece el Decreto c omo criterios 

de adjudicación. Sin embargo, se afirma que las cir cunstancias 

aconsejan que, por motivos de interés general y con  la finalidad 

de conectar las posturas mantenidas, se derogue par cialmente el 

Decreto 213/1998, de 17 de diciembre, en lo relativ o a la inclu-

sión entre los criterios de adjudicación de criteri os objetivos 

relativos al empleo. Asimismo, se deroga el apartad o d) del artí-

culo 8 del Reglamento General de Contratación Públi ca de la Comu-

nidad de Madrid, aprobado por Decreto 49/2003, de 3  de abril, re-

lativo a la inclusión de criterios de calidad y est abilidad en el 

empleo en los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares. 

 

 Para finalizar, en el mismo contexto debe considera rse la 

incidencia del Proyecto de Ley de Contratos del Sec tor Público, 

publicado en el Boletín Oficial de las Cortes Gener ales el 8 de 

septiembre de 2006. En su Exposición de Motivos se subraya la in-

corporación “ en sus propios términos y sin reservas las directri -

ces de la Directiva 2004/18/CE, la ley de contratos  del sector 

público incluye sustanciales innovaciones en lo que  se refiere a 

la preparación y adjudicación de los negocios sujet os a la misma. 

Sintéticamente expuestas, las principales novedades  afectan a la 

previsión de mecanismos que permiten introducir en la contrata-

ción pública consideraciones de tipo social y medio ambiental, 

configurándolas como condiciones especiales de ejec ución del con-

trato o como criterios para valorar las ofertas ” 
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 En el artículo 102 del Proyecto de Ley se regulan las condi-

ciones especiales de ejecución del contrato en los siguientes 

términos: 

 

 “1. Los órganos de contratación podrán establecer c ondicio-

nes especiales en relación con la ejecución del con trato, siempre 

que no sean discriminatorias y se indiquen en el an uncio de lici-

tación y en el pliego o en el contrato. Estas condi ciones de eje-

cución podrán referirse, en especial, a consideraci ones de tipo 

medioambiental o a consideraciones de tipo social, con el fin de 

promover el empleo de personas con dificultades par ticulares de 

inserción en el mercado laboral, eliminar las desig ualdades entre 

el hombre y la mujer en dicho mercado, combatir el paro, favore-

cer la formación en el lugar de trabajo, u otras fi nalidades que 

se establezcan con referencia a la estrategia coord inada para el 

empleo, definida en el artículo 125 del Tratado Con stitutivo de 

la Comunidad Europea. 

 

 2. Los pliegos o el contrato podrán establecer pen alidades, 

conforme a lo prevenido en el artículo 196.1, para el caso de in-

cumplimiento de estas condiciones especiales de eje cución, o 

atribuirles el carácter de obligaciones contractual es esenciales 

a los efectos señalados en el artículo 206.g). Cuan do el incum-

plimiento de estas condiciones no se tipifique como  causa de re-

solución del contrato, el mismo podrá ser considera do en los 

pliegos o en el contrato, en los términos que se es tablezcan re-

glamentariamente, como infracción grave a los efect os estableci-

dos en el artículo 49.2.e).” 

 

 En cuanto a los criterios de valoración de las ofe rtas, el 

artículo 134.1 dispone: “ La valoración de las proposiciones y de-
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terminación de la oferta económicamente más ventajo sa deberá 

atenderse a criterios directamente vinculados al ob jeto del con-

trato , tales como la calidad, el precio, la asunción del  compro-

miso de mantener éste invariable como precio cerrad o, la fórmula 

utilizable para revisar las retribuciones ligadas a  la utiliza-

ción de la obra o a la prestación del servicio, el plazo de eje-

cución o entrega de la prestación, el coste de util ización, ca-

racterísticas medioambientales o vinculadas con la satisfacción 

de exigencias sociales que respondan a necesidades,  definidas en 

las especificaciones del contrato, propias de las c ategorías de 

población especialmente desfavorecidas a las que pe rtenezcan los 

usuarios o beneficiarios de las prestaciones a cont ratar , la ren-

tabilidad, el valor técnico, las características es téticas o fun-

cionales, la disponibilidad y coste de los repuesto s, el manteni-

miento, la asistencia técnica, el servicio postvent a u otros se-

mejantes. Cuando sólo se utilice un criterio, éste ha de ser, ne-

cesariamente, el del precio más bajo. ” 

 Hay que hacer notar la diferencia existente con re specto al 

mismo artículo y apartado del Anteproyecto de Ley, en el que se 

aludía entre otros criterios a las “ características medioambien-

tales o sociales ” sin mayor precisión. La corrección introducida 

es importante y responde a una observación del Cons ejo de Estado 

que viene a constatar que las características socia les no son 

contempladas por el artículo 53 de la Directiva de referencia co-

mo criterios de adjudicación del contrato y que cua ndo ésta alude 

al posible juego de estas características sociales,  lo hace bien 

de forma inespecífica (considerando 1), o bien prec isando que, 

bajo ciertas condiciones su determinación dependerá  del objeto 

del contrato y deberán permitir comparar las oferta s y evaluarlas 

de manera objetiva “el poder adjudicador podrá regi rse por crite-

rios destinados a satisfacer exigencias sociales qu e, en particu-

lar, respondan a necesidades -definidas en las espe cificaciones 
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del contrato- propias de las categorías de població n especialmen-

te desfavorecidas a las que pertenezcan los benefic ia-

rios/usuarios de las obras, suministros y servicios  que son obje-

to del contrato” (considerando 46). Junto a lo ante rior, el pro-

pio Consejo de Estado ha llegado a la conclusión de  que la juris-

prudencia comunitaria y las directrices de la Comis ión sobre la 

materia, si bien orientadas hacia una cierta apertu ra, siguen 

considerando que ciertas condiciones sociales son i ncompatibles 

con los objetivos comunitarios. 

 

 

V 

 

 De todo lo expuesto con anterioridad se sigue que un elemen-

tal principio de prudencia habría de llevar a pospo ner la aproba-

ción de estos pliegos hasta conocer el desenlace de  la iniciativa 

legislativa que en estos momentos se tramita en las  Cortes Gene-

rales, la cual prevé la derogación del Texto Refund ido de la Ley 

de Contratos de las Administraciones Públicas, apro bado por el 

Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, a excepción del 

capítulo IV del título V del Libro II, comprensivo de los artícu-

los 253 a 260, ambos inclusive. 

 

 En cualquier caso, se advierte que  los criterios de adjudi-

cación presentes en el Pliego objeto de dictamen (c láusula cuar-

ta), en cuanto que configuran parámetros que tienen  en cuenta 

criterios sobre el tipo de empleo o el  grado en que los licitado-

res emplean a una determinada categoría de personas  o apliquen un 

programa de promoción de la igualdad de oportunidad es, que son 

juzgados en el actual estado del Derecho Comunitari o como crite-

rios ajenos al objeto del contrato o a las condicio nes de ejecu-

ción del mismo . Lo mismo cabe decir en cuanto a la personalidad 

jurídica u objeto social de la entidad que concursa , salvo en los 
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supuestos en que tal circunstancia pudiera consider arse como di-

rectamente vinculada al objeto del contrato. E igua lmente sucede 

con la valoración de la existencia de órganos de re presentación 

colectiva o la existencia de convenio colectivo en el ámbito de 

actuación del licitador. 

 

 Todo lo anterior habría de llevar a un replanteami ento gene-

ral del Pliego examinado que, en principio, se pued e estimar ad-

misible en cuanto respecta a las condiciones de obl igado cumpli-

miento (cláusula  quinta), si bien advirtiendo que en su mayor 

parte se trata del cumplimiento de normas que despl iegan eficacia 

sin necesidad de que sean reiteradas en esta clase de pliegos. En 

cualquier caso se llama la atención sobre la imprec isión e inse-

guridad de la utilización de expresiones como “máxi mo rigor” en 

relación con la aplicación de la normativa vigente en materia de 

igualdad y no discriminación de las relaciones labo rales. 

 

 Por otra parte, se considera contraria a Derecho l a previ-

sión sobre la contratación con empresas de trabajo temporal 

(cláusula sexta), que llega hasta la exclusión de s us ofertas y 

viene a funcionar como una prohibición de contratar , lo que va 

más allá de lo previsto en el Texto Refundido de la  Ley de Con-

tratos de las Administraciones Públicas. 

 

 En suma, a la vista del alcance de las observacion es reali-

zadas a la luz de la jurisprudencia y del Derecho C omunitario, el 

Ayuntamiento de Sevilla debería posponer la aprobac ión del Pliego 

dictaminado, que ha de ser objeto de profundas modi ficaciones en 

el sentido indicado, y que, por tanto, no debiera s er reformulado 

hasta conocer al menos la transposición de las dire ctivas comuni-

tarias que el legislador español tiene que llevar a  cabo. 

 

 



CONCLUSIÓN 

 

 Aunque el Excmo. Ayuntamiento de Sevilla está facu ltado para 

la aprobación, a través de su Junta de Gobierno, de  un pliego que 

introduzca criterios adicionales a los expresamente  previstos en 

el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Ad ministraciones 

Públicas, el Derecho Comunitario impide en la actua lidad la in-

troducción de las cláusulas sociales como criterios  de valoración 

desconectados del objeto del contrato. 

 

 En cuanto a las restantes cláusulas analizadas deb e estarse 

a las consideraciones realizas en el anterior funda mento jurídico 

de este dictamen. 

 

 Es cuanto el Consejo Consultivo de Andalucía dicta mina. 

 

 En Granada, a 3 de octubre de dos mil seis. 

 

EL PRESIDENTE     EL SECRETARIO 

 

 

 

 

Fdo.: Juan B. Cano Bueso  Fdo.: José Fernández Prad os 
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